  Cuestionario para la preparación del estudio  analítico sobre violencia contra las mujeres y las niñas y la discapacidad (A/HRC/RES/17/10) 
Datos/Estadísticas 
Sírvanse indicar si existen estudios o investigaciones sobre la prevalencia, naturaleza, causas e impacto de la violencia contra las mujeres y niñas con discapacidad(es) en distintos entornos (familia/hogar, trabajo, instituciones médicas, escuelas, etc.). ¿Qué tipos de discapacidad y violencia cubren dichos estudios/investigaciones? 
No existen

Sírvanse proporcionar los datos disponibles sobre el número de mujeres y niñas con discapacidad que durante el pasado año tuvieron acceso a servicios y programas para prevenir y enfrentar la violencia.  Sírvanse también indicar si dicha información esta desglosada por discapacidad, sexo, edad, etnia y condición económica y social.
No existen datos específicos.
Los últimos estudios sobre discapacidades en la población, realizados a nivel país, datan del año 2002, según datos proporcionados por la Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos (DGEEC) de la Presidencia de la República. Actualmente, ha señalado esa Institución, que se encuentra trabajando de manera articulada con otras organizaciones a fin de considerar aspectos necesarios para que el próximo Censo 2012 refleje de manera exacta o al menos dentro de un margen mínimo de error, la población con discapacidad, conscientes de la necesidad de estudios que discriminen de manera clara la población según sexo y edad, a fin del diseño de políticas públicas adecuadas a las necesidades del sector.
La “Encuesta a Personas con Capacidades Diferentes”, del Departamento Central, elaborada en el año 2002, arrojó que el 60.5% de las personas con alguna discapacidad no han recibido atención a sus problemas de salud.
Sírvanse proporcionar información sobre los hogares en los que viven personas con discapacidad. ¿Cuántos de ellos son dirigidos por mujeres? 
Según el censo de ese año, existían 0.9 % de personas con algún tipo de discapacidad, de los cuales 11.31% de ellos eran niños menores a 9 años, 18.86% entre 10 a 19 años de edad, 42.02% de 20 a 59 años y 27.81% entre 60 y más años de edad.
No existen datos específicos sobre cantidad de hogares con personas con discapacidad que sean dirigidos por mujeres, sin embargo, el estudio del 2002 ha demostrado que fue mayor la cantidad de mujeres analfabetas que hombres (58.8% frente a 41.1%); en lo que respecta a situación laboral, se observó una leve ventaja para las mujeres, en donde el 5.2% se encontraban desempleadas, frente al 5.7% en el caso de los hombres, no obstante ello, según los datos de promedio de ingresos, persisten las diferencias entre el monto de la remuneración en detrimento a las mujeres.
Sírvanse proporcionar información sobre estudios o investigaciones sobre las discapacidades que son consecuencias de la violencia contra la mujer y las niñas.  
En el censo del año 2002, según sexo y grupos de edad se ha notado que existe mayor proporción de hombres que de mujeres que sufren algún tipo de discapacidad. Por otra parte, se evidencia una tendencia de crecimiento de las tasas cuanto mayor sea la edad. Esto podría ser un indicador de que la mayor cantidad de deficiencias detectadas podrían estar relacionadas con enfermedades propias de la edad avanzada.

En junio/julio del 2002, se recogieron datos para la realización de la “Encuesta a Personas con Capacidades Diferentes”, en lo que respecta al grupo de personas con capacidades diferentes por sexo y según origen de su discapacidad, los números en cuánto a discapacidad adquirida por ser víctimas (incluyendo de delincuencia) demostraron que de 22131 mujeres con discapacidades consultadas, el 0.3% (66393) de ellas se encontraban en ese grupo.

Legislación y Políticas 
¿Existe un marco legal para enfrentar la violencia contra las mujeres y niñas con discapacidad en distintos entornos (la familia, la comunidad, el lugar de trabajo, en instituciones estatales y privadas tal como hospitales, escuelas y otras instituciones que proporcionan servicios)?
En líneas generales, la Constitución Nacional, en su Capítulo III, de la Igualdad, asimismo, el capítulo IV, de los Derechos de la Familia, expresan: 

ARTICULO 46 - DE LA IGUALDAD DE LAS PERSONAS
Todos los habitantes de la República son iguales en dignidad y derechos. No se admiten discriminaciones. El Estado removerá los obstáculos e impedirá los factores que las mantengan o las propicien.

Las protecciones que se establezcan sobre desigualdades injustas no serán consideradas como factores discriminatorios sino igualitarios.

ARTICULO 47 - DE LAS GARANTIAS DE LA IGUALDAD
El Estado garantizará a todos los habitantes de la República:

1. la igualdad para el acceso a la justicia, a cuyo efecto allanará los obstáculos que la impidiesen;

2. la igualdad ante las leyes;

3. la igualdad para el acceso a las funciones públicas no electivas, sin más requisitos que la idoneidad, y

4. la igualdad de oportunidades en la participación de los beneficios de la naturaleza, de los bienes materiales y de la cultura.

ARTICULO 48 - DE LA IGUALDAD DE DERECHOS DEL HOMBRE Y DE LA MUJER
El hombre y la mujer tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. El Estado promoverá las condiciones y creará los mecanismos adecuados para que la igualdad sea real y efectiva, allanando los obstáculos que impidan o dificulten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en todos los ámbitos de la vida nacional.

ARTICULO 60 - DE LA PROTECCION CONTRA LA VIOLENCIA
El Estado promoverá políticas que tengan por objeto evitar la violencia en el ámbito familiar y otras causas destructoras de su solidaridad.
El CÓDIGO PENAL:

ARTÍCULO 229 – VIOLENCIA FAMILIAR.

El que, en el ámbito familiar, habitualmente ejerciera violencia física sobre otro con quien conviva, será castigado con multa.

ARTÍCULO 130.- ABUSO SEXUAL EN PERSONAS INDEFENSAS.-
1º El que realizara actos sexuales en otra persona que se encontrase en estado de inconciencia o que, por cualquier razón, estuviese incapacitada para ofrecer resistencia, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años. Será castigada también la tentativa.

2º Si los actos sexuales con personas que se encontraran en las condiciones referidas en el inciso anterior comprendieran el coito, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.

3º La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67 cuando, por las relaciones de la víctima con el autor, se dieran considerables circunstancias atenuantes. En este caso nose castigará la tentativa.

ARTÍCULO 131.- ABUSO SEXUAL EN PERSONAS INTERNADAS.-
El que en el interior de:

1. una penitenciaría o una institución para la ejecución de medidas;

2. una institución de educación; o
3. un área cerrada de un hospital, realizara actos sexuales con internados bajo su vigilancia o asesoramiento, o hiciera realizar a la víctima tales actos en sí mismo o con terceros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.

CAPITULO VI

HECHOS PUNIBLES CONTRA MENORES

ARTÍCULO 134.- MALTRATO A MENORES
El encargado de la educación, tutela o guarda de un menor de dieciséis años que sometiera a éste a dolores síquicos considerables, le maltratara grave y repetidamente o le lesionara en su salud, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa
LEY 1600/2000 CONTRA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA
Referido de manera general a personas que sean víctimas de violencia dentro del ámbito familiar (adultos y menores de ambos sexos). De igual manera, especifica algunos instructivos de procedimiento para las autoridades encargadas de asistencia a las víctimas, tales como Policía Nacional y Salud Pública.
Documentos internacionales:

LEY N° 3540/08 “Que ratifica la Convención por los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad”.
A pesar de la cobertura legal existente, la mayoría de los artículos no han sido aún reglamentados. Por lo tanto, hay una brecha relevante entre las disposiciones legales existentes y la realidad con que viven las personas que tienen alguna discapacidad.

Ninguno de los elementos mencionados hace alusión de manera específica a mujeres y niñas con discapacidad, se refieren a personas en general sin discriminación por sexo o edad, a excepción de la Convención por los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad.

Según datos proporcionados por el Instituto Nacional de Protección a Personas Excepcionales (INPRO), en términos cuantitativos, ha considerado que venimos produciendo importantes avances en materia de protección y garantía de los derechos de las mujeres, en el ámbito legal y administrativo. Sin embargo, una consulta sobre “Mujer con discapacidad y violencia”, efectuada en Audiencia Pública el 5 de setiembre de 2007 por la Comisión de Equidad y Género de la Cámara de Diputados, demostró que las principales Instituciones Públicas encargadas de recibir, atender y resolver las denuncias sobre violencia de género, no están preparadas para atender a mujeres que padezcan algún tipo de incapacidad.
La ley prohíbe explícitamente prácticas tal como: intervención psiquiátrica forzosa; institucionalización forzada;  el confinamiento solitario y el uso de restricciones  físicas en las instituciones4) tratamiento forzado con medicamentos y/o electroshocks 5) aborto forzado 6) esterilización forzada 7) prácticas perjudiciales
La Constitución Nacional, en su Capítulo I, “De la vida y del Ambiente”, en la sección relativa a la vida, establece en su artículo 4° “Del Derecho a la Vida”: El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Se garantiza su protección, en general, desde la concepción. Queda abolida la pena de muerte. Toda persona será protegida por el Estado en su integridad física y psíquica, así como en su honor y en su reputación. La ley reglamentará la libertad de las personas para disponer de su propio cuerpo, sólo con fines científicos o médicos.
El Artículo 68 de la misma, referido al Derecho a la Salud, alude a la obligación de las personas a someterse a medidas sanitarias que establezca la ley, siempre dentro del respeto a la dignidad humana.

Otro instrumento legal en relación, la Ley 836 que establece el Código Sanitario paraguayo, en su Artículo 29 expone: “Las personas consideradas contactos de enfermedades transmisibles de notificación obligatoria, deben someterse a los métodos de control y observancia que establezca el Ministerio”. (Ministerio de Salud Pública)
El Art. 31 : “Queda prohibido a personas afectadas por las enfermedades transmisibles, que determine el Ministerio, concurrir a lugares de reunión o concentración durante el período de transmisibilidad”.
En cuanto a penas, el Código Penal establece en su Artículo 123, Del tratamiento médico sin consentimiento: “1º El que actuando según los conocimientos y las experiencias del arte médico, proporcionara a otro un tratamiento médico sin su consentimiento, será castigado con pena de multa”
Sírvanse indicar las políticas específicas existentes para prevenir y enfrentar la violencia contra las mujeres y niñas con discapacidad y las prácticas perjudiciales que pueden resultar en discapacidad/es. ¿De qué forma las políticas y programas generales de lucha a la violencia contra la mujer aseguran la inclusión de las mujeres con discapacidad y la accesibilidad de los servicios que pretenden proporcionar?
Si bien, aún no existe una política integral ni ente regulador dirigido específicamente al sector con discapacidad a nivel nacional, cabe mencionar que, según datos proveídos por el Departamento de Niñez y Adolescencia de la Defensoría del Pueblo, la Secretaría de la Niñez y la Adolescencia (SNNA) ha conformado recientemente una Mesa sobre niñez y discapacidad y otro espacio denominado “Mesa País” con la temática de violencia, motivados por el objetivo de llegar a articular distintas iniciativas. Esta última Mesa se inicia al final del Encuentro Sudamericano de Seguimiento al Estudio de Naciones Unidas sobre Violencia contra niñas, niños y adolescentes (2011), impulsado por el Estado paraguayo en la figura de la SNNA, el Movimiento Mundial por la Infancia, la sociedad civil local y la cooperación internacional en el país.

Es importante, además, mencionar el Proyecto de Ley para la creación de la Secretaría Nacional para las Personas con Discapacidad, el cual se encuentra en estudio por el Poder Legislativo.

Demás actividades la viene realizando el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, que, ante el problema de los casos de violencia doméstica que, al igual que en los demás países de la región se vienen registrando en el Paraguay, y en respuesta al Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional firmado en el año 2008 entre el Ministerio del Interior, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, la Secretaría de la Mujer y la Secretaría Nacional de la Niñez y la Adolescencia, han creado, por Resolución N° 57/10, un Equipo Técnico Multidisciplinario (ETM) con la misión de diseñar la línea programática y el plan de acción para la prevención y la atención integral a mujeres, niñas, niños y adolescentes en situación de violencia, en el ámbito de la salud.

Una de las acciones desarrolladas por el ETM ha sido la elaboración del Programa Nacional para la Prevención y Atención Integral de Mujeres, Niñas, Niños y Adolescentes en Situación de Violencia. “PROGRAMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y LA ATENCIÓN INTEGRAL DE MUJERES, NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO, DOMÉSTICA E INTRAFAMILIAR, 2010-2015”; se dispuso su implementación y ejecución en todo el territorio de la República por Resolución S.G N° 964.

¿De qué forma se ha asegurado la participación de mujeres y niñas con discapacidad en el desarrollo de dichas leyes, políticas y programas?

La Defensoría del Pueblo de Paraguay considera urgente y pertinente la conformación de espacios de participación de las mujeres y niñas con discapacidad en relación a la necesidad de adecuaciones de leyes existentes y la confección de programas de prevención y abordaje de la violencia contra la mujer garantizando, de esta forma, leyes y programas accesibles a la realidad de las mismas.
Prevención y Protección 
¿Qué medidas/iniciativas existen a nivel nacional para combatir los estereotipos y percepciones negativas y los prejuicios en contra de las mujeres y niñas con discapacidad en las esferas públicas y privadas? 
La Defensoría del Pueblo no conoce de programas ni medidas a nivel nacional que  impulsen la eliminación de estereotipos y prejuicios contra la mujer con discapacidad. En igual situación se encuentra el Instituto Nacional de Protección a Personas Excepcionales (INPRO) tras habérseles solicitado datos al respecto.
Referido a personas con discapacidad en general, la Secretaría de Función Pública presentó una Propuesta de Plan de Igualdad y No Discriminación en la Función Pública, por objetivos tienen el promover la igualdad y garantizar la no discriminación en el acceso, las oportunidades y la permanencia en la Función Pública además de lograr que el Estado sirva a la sociedad actuando conforme a los mandatos constitucionales, los compromisos internacionales y las leyes de la República.

¿Qué iniciativas/programas existen para informar las mujeres y niñas con discapacidad acerca de sus derechos, incluyendo cuestiones relacionadas con la salud sexual y reproductiva? ¿Están dichas iniciativas también dirigidas a las mujeres en las instituciones? 
No existen o no se tienen conocimientos de iniciativas o programas en tal sentido. Sin embargo, la Defensoría del Pueblo tiene en funcionamiento sus oficinas, tanto de Derechos de la Mujer como de Derechos de la Niñez y Adolescencia a permanente disposición para brindar información, se cuenta, además, con el Departamento de Promoción y Educación en Derechos Humanos, quienes vienen organizando charlas y talleres informativos.
En cuanto a información a mujeres en las Instituciones, el Ministerio de Salud viene realizando capacitaciones, en el marco de la atención a víctimas de violencia basada en género, doméstica e intrafamiliar, desde su ETM en conjunto con su Dirección de Salud Mental; esta capacitación contempla información sobre violencia dirigida a personas con discapacidad, sus derechos, discapacidad psicosocial, salud mental y Derechos Humanos, dirigida a funcionarias que tengan a su cargo atención a las víctimas o estén en contacto directo con ellas.

¿Qué programas/iniciativas existen para capacitar a las mujeres con discapacidad y desarrollar sus capacidades para favorecer la autonomía económica, la participación en la sociedad y el uso de suporte tecnológico y de otro tipo que contribuyan a una mayor independencia? 

El Ministerio de Salud , desde su Dirección de Salud Mental, en conjunto con otras INDH realizan, en el marco de la atención a víctimas de violencia basada en el género, doméstica e intrafamiliar, contemplan asimismo, ayuda y capacitación a las personas con discapacidad.
¿Qué medidas existen para asegurar el acceso de mujeres y niñas con discapacidad a programas de protección social y de reducción de la pobreza? 

No existen datos.
Sírvanse proporcionar información sobre medidas (de carácter legislativo, administrativo, jurídico de otra índole) dirigidas al desarrollo, adelanto y empoderamiento de las mujeres con discapacidad 
No existen las dirigidas a mujeres con discapacidad de manera exclusiva. En lo que a empoderamiento de las mujeres se refiere, el Código Electoral Paraguayo dispone que el estatuto de un Partido Político debe incluir, entre otras cuestiones, la adopción del sistema de representación proporcional y la garantía de igualdad de todos sus afiliados para elegir y ser elegidos, así como los mecanismos necesarios para la promoción de la mujer a los cargos electivos, previendo sanciones para los partidos que no cumplan con esta última disposición. Si bien este instrumento legisla expresamente sobre la participación política de la mujer con miras a cargos electivos, la proporción mínima que establece para la constitución de las listas partidarias (una mujer cada cuatro hombres) aún no resulta ni representativa ni igualitaria.
Paraguay fue uno de los países que firmó la Declaración de Beijing y se comprometió a impulsar y a ejecutar acciones concretas para el logro de la igualdad. Asimismo, las representantes de la sociedad civil que participaron en el Foro de las ONG´s trajeron compromisos  parar lograr el mismo objetivo. Consecuentemente, se conformó en el país la Mesa Tripartita de Seguimiento a Beijing, conformada por el Gobierno (Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República), la Sociedad Civil (Coordinación de Mujeres del Paraguay) y el Sistema de Naciones Unidas en Paraguay (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo/Fondo de Población de las Naciones Unidas) y se firmó un convenio marco, conformando la Comisión Tripartita de seguimiento a la implementación de los compromisos adquiridos en Beijing.
¿Están previstas visitas regulares a los hogares con mujeres y/o niñas con discapacidad e inspecciones regulares a las instituciones médicas donde las mujeres y niñas con discapacidad viven o reciben tratamientos? Sírvanse proporcionar detalles sobre su organización/funcionamiento
Sobre hogares y visitas de supervisión, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, se encarga a través de sus Direcciones Generales de Bienestar Social y la de Establecimientos de Salud. En cuanto a hogares de niñas/os y adolescentes, la institución encargada de la habilitación y supervisión, según el Código de la Niñez y Adolescencia, son la Secretaría de la Niñez y los Consejos de la Defensa de los Niños/as y Adolescentes (CODENIS).
Según datos proveídos por el Ministerio de Salud, esta Institución cuenta con Hogares Sustitutos destinados a mujeres con discapacidad psicosocial con largo tiempo de hospitalización y sin vínculos familiares, buscando la protección de las mismas. Actualmente llevan 7 hogares sustitutos, 6 de ellos los han tenido que habilitar para albergar también a hombres

¿Qué medidas han sido adoptadas para informar y educar las mujeres y niñas con discapacidad, sus familiares, los proveedores de asistencia y el personal médico sobre cómo evitar, reconocer, y denunciar casos de explotación, violencia y abuso? 
La Defensoría del Pueblo cuenta con un programa de talleres y charlas informativas, las que son impartidas con el fin de informar y educar a los ciudadanos sobre las funciones y servicios de la Institución, instar a los mismos a que acudan a ella a exponer sus quejas y reclamos, ayudarlos a la vez a reconocer sus derechos y los mecanismos que tienen a disposición para denunciar la violación a ellos, el año pasado las actividades dirigidas a niñas/os y adolescentes fueron puestas en práctica con mayor énfasis.
El último taller realizado por la Defensoría del Pueblo tuvo lugar el pasado 18 de agosto de este año, denominado “Niños, niñas y adolescentes inocentes, víctimas de agresión”, dirigido a alumnos del 2° y 3° ciclo de Educación Media y a docentes y directores de centros educativos.
¿Cuáles son los recursos para denunciar casos de violencia al alcance de las mujeres y niñas con discapacidad en distintos entornos, incluyendo las instituciones médicas? Hasta qué punto  dichos recursos son conocidos y utilizados? 
La Defensoría del Pueblo tiene a disposición de la ciudadanía su Departamento de Derechos de la Mujer, el de Derechos de la Niñez y Adolescencia, el de Seguridad de Niñez y Adolescencia y el Departamento de Acciones contra la Discriminación.
En lo que respecta a otras Instituciones, caben mencionar a las instancias legales específicas en nuestra legislación nacional: las Consejerías por los Derechos de la Niñez y Adolescencia (CODENIs), instancia de máxima ejecución del Sistema Nacional de Promoción y Protección de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia; como instancia integrante del Poder Judicial, las vías o canales de denuncias son las Defensorías de Niñez y Adolescencia y la Fiscalía de la Niñez y Adolescencia. En lo que a mujeres se refiere, se encuentran el Ministerio Público que cuenta con apoyo técnico especializado, las Comisarías y el Juzgado de la circunscripción judicial que corresponda. 

En cuanto a Instituciones médicas, la Secretaría de la Mujer viene articulando acciones en conjunto con el Ministerio de Salud Pública para la puesta en marcha de sus programas: “Víctimas de violencia, respuestas desde el Estado”, “La comunidad, clave en prevención y atención de la violencia”, “Marco legal nacional e internacional sobre violencia”, “Políticas locales, nuevas posibilidades contra la violencia”, “Presentaciones para políticas nacionales y locales”.
Se viene dando gran difusión dentro de la población los recursos de amparo disponibles para mujeres, niñas/os y adolescentes víctimas de violencia a través de medios masivos de comunicación.

¿En qué medida las instituciones públicas, tal como la policía y los hospitales, son accesible para las mujeres y niñas con discapacidad? ¿Existen refugios para mujeres víctimas de la violencia? ¿Son accesibles para las mujeres con discapacidades?
El INPRO ha informado a esta Institución que son grandes las barreras de accesibilidad de la mayoría de las Instituciones públicas, en especial las relativas al medio físico (accesibilidad edilicia) seguida de la todavía escasa capacitación de los funcionarios encargados de interactuar con las personas con discapacidad.
Referente a refugios existentes para mujeres víctimas de violencia, el organismo mencionado con anterioridad expresó que existen en el país, la mayoría de ellos son solventados por ONGs. El Ministerio de Salud Pública cuenta con Hogares Sustitos destinados a mujeres con cierto tipo de discapacidad sin vínculos familiares, sin embargo éstos tuvieron que ser adaptados para acoger también a hombres en la misma situación. 

Enjuiciamiento y Castigo
¿Existen datos desglosados sobre los crímenes en contra de las personas con discapacidad? 
Sírvanse proporcionar información sobre el número total de denuncias de casos de violencia contra mujeres y niñas con discapacidad?  ¿Del total de casos registrados, cuantos fueron enjuiciados? De los casos enjuiciados, cuantos resultaron en condenas? ¿Por cuales causas los demás casos no llegaron a juicio? 
El Ministerio de Salud Pública informó a la Defensoría del Pueblo que ha logrado la elaboración e implementación de dos formularios de registro, tanto para casos de niñas/os y adolescentes y mujeres víctimas de violencia basada en el género, doméstica e intrafamiliar, además de la elaboración de un flujograma de atención en los 5 hospitales denominados “centinelas” (Hospital de Barrio Obrero, San Pablo, Itauguá, Pediátrico de San Lorenzo y Emergencias Médicas), primeros hospitales dentro de la fase piloto de este plan, esta metodología será revisada, ajustada y extendida a todos los puestos, centros de salud, hospitales generales, especializados, distritales y regionales.
En respuesta a la solicitud de datos en relación hecha al INPRO, expresaron que desde esa Institución no conocen la existencia de datos desglosados sobre crímenes a personas con discapacidad específicamente.

¿Existe un sistema para asegura asistencia letrada a las mujeres y niñas con discapacidad que han sido víctimas de la violencia? 

¿Se prevén medidas especiales en la legislación y la práctica para las víctimas y testigos con discapacidad?

El personal encargado de aplicar la ley recibe un entrenamiento y capacitación especial sobre los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad y maneras efectivas de comunicarse con ellas?
Desde la experiencia del Departamento de Acciones contra la Discriminación de la Defensoría del Pueblo, el personal de las Instituciones encargadas, tanto de aplicar la ley como de interactuar con personas con discapacidad cuentan con poca o nula instrucción para ello. 

De igual forma, el INPRO manifestó que las mujeres con discapacidad no tienen acceso a los mecanismos administrativos, policiales, judiciales o sanitarios para denunciar, prevenir o recibir tratamiento adecuado en caso de abuso y violencia. Los pocos servicios de atención a víctimas de violencia se encuentran centralizados en la Capital del país y muchos carecen de especialistas, por ejemplo, capacitados en lenguaje de señas o con conocimiento de braille. Esa Institución, además, ha expresado a la Defensoría del Pueblo, su especial preocupación hacia las mujeres y niñas con discapacidad mental o intelectual, quienes sufren las peores formas de discriminación y trato indigno.
Recuperación, Rehabilitación y Reintegración Social 
¿Qué medias (legislativas, administrativas, sociales, educativas o de otra índole) se han tomado para promover la recuperación física, cognitiva y psicológica y la rehabilitación y reintegración social de las mujeres y niñas con discapacidad que han sido víctimas de alguna forma de explotación, violencia o abuso? 
El Instituto Nacional de Protección a Personas Excepcionales (INPRO), dentro de su servicio de rehabilitación integral, ofrece los servicios de recuperación física, cognitiva, psicológica y reintegración social a mujeres y niñas con discapacidad. Sin embargo, no conocen de la existencia de medidas legislativas específicas.

La Defensoría del Pueblo tampoco ha logrado constatar la existencia de medidas específicas. Sí en general dedicadas para la población con discapacidad:

· Legislativas: El proyecto de Ley de creación de la Secretaría Nacional para personas con discapacidad, el cual se encuentra en estudio en el Congreso Nacional.

· Administrativas: El Ministerio de Educación y Cultura (MEC) ha dispuesto la creación de la Dirección de Educación Inclusiva, además y recientemente, su Dirección de Asesoría Jurídica cuenta con un Dpto. de Niñez y Adolescencia, el cual es especializado en la atención de denuncias de vulneración de derechos de niñas, niños y adolescentes dentro del sistema educativo.
9

